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VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL MAGIS­
TRADO DON FRANCISCO RUBIO LLORENTE EN 
EL RECURSO NUMERO 59/1983.

Disiento de la decisión adoptada por mis colegas de la Sala 
en este recurso que, a mi juicio, debió ser desestimado.

Haciendo abstracción de otras consideraciones que la lectura 
de los antecedentes fácilmente suscita, la razón central de mi 
disentimiento radica en la, a mi juicio, defectuosa delimitación 
del acto impugnado a partir de la cual se construyen los 
fundamentos que conducen al fallo parcialmente estimatorio. 
Este acto no es, se dice, el acuerdo municipal requiriendo el 
desalojo, sino «las actuaciones practicadas en su ejecución». Lo 
cierto es que el acuerdo requiriendo el desalojo y la ejecución 
de éste son considerados en la sentencia como partes integran­
tes de un solo acto al efecto de entender cumplido el requisito 
de agotar la vía judicial previa que impone el articulo 43.1 
de la LOTC, pero, por el contrario, son tratados como actos 
separados a la hora de calificarlos desde el punto de vista de 
la relación que media entre ambos y el derecho a la inviola­
bilidad del domicilio, que se dice preservado por el acuerdo 
pero vulnerado por su ejecución.

No son precisas muy largas consideraciones para evidenciar 
que hay un error lógico en esta doble conceptuación, dentro del 
mismo razonamiento, de unos mismos hechos. El acuerdo de 
desaloyo y su ejecución son un mismo acto. Si aquél era, como 
la sentencia afirma, jurídicamente correcto, su ejecución ha de 
ser igualmente tenida por tal, en cuanto que, en su realización 
no se hayan desconocido otros derechos que aquellos que él 
mismo negaba, esto es, en el presente caso, el derecho a .man­
tener como domicilio un local cuya demolición se había orde­

nado, incluso antes de haber sido adquirido por quien lo 
ocupaba.

El juicio negativo que en la sentencia se hace sobre la eje- 
cución del desalojo se alcanza sólo merced a esta artificial 
desvinculación entre ella y el acuerdo que la ordena, pues sólo 
asi es posible considerarla como una entrada en el domicilio 
de la recurrente sin autorización de ésta y sin mandamiento 
judicial. No es discutible que la acción de oficio de la Admi­
nistración no legitima ninguna violación de los derechos cons- 
titucionalmente garantizados y que la acomodación de este 
privilegio al orden constitucional plantea problemas delicados. 
En el presente caso, no obstante, no hay, en mi opinión, som­
bra de tal problema. La Administración no acordó la entrada 
en el domicilio de la recurrente, sino que la requirió para que 
lo desalojase. Frente a tal requerimiento, la recurrente pudo 
solicitar el amparo judicial, como efectivamente hizo, e impe- 
trar del Juez la suspensión del acto que consideraba lesivo. Si 
no efectuó tal solicitud o habiéndola efectuado no le fue otor­
gada, no había obstáculo alguno a la ejecución del acto; el de­
recho a la inviolabilidad del domicilio quedó suficientemente 
asegurado y no se adivina qué protección adicional de sus 
derechos habría obtenido la recurrente si hubiera logrado de 
la Administración la exhibición de un mandamiento expedido 
por otro Juez carente de competencia para controlar la lega­
lidad de la actuación administrativa. La ejecutoriedad del acuer­
do administrativo de desalojo no Implica contradicción alguna 
con el derecho a la inviolabilidad del domicilio de quien, como 
en el presente caso sucede, fue notificado de tal acuerdo y tuvo 
la posibilidad de buscar y obtener frente a él el amparo judicial.

Madrid, 21 de febrero de 1984 —Francisco Rubio Llorente — 
Firmado y rubricado.

6111 Sala Primera. Recurso de amparo número 356/1983. 
Sentencia número 23/1984, de 20 de febrero.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por 
don Manuel Garcia-Pelayo Alonso, Presidente, y don Angel 
Latorre Segura, don Manuel Díez de Velasco Vallejo, doña 
Gloria Begué Cantón, don Rafael Gómez-Ferrer Morant y don 
Angel Escudero del Corral, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo número 356/1983, interpuesto por 
don Javier Fernández-Míranda Campoamor, Letrado en ejerci­
cio, representado por el Procurador don Francisco Alvarez del 
Valle García, contra acuerdo adoptado por la Junta de Gobier­
no del Colegio de Abogados de Oviedo en 14 de diciembre de 
1982, sobre proclamación del actor para candidato a Diputado 
segundo. En el recurso han comparecido el Ministerio Fiscal 
y el Abogado del Estado y ha sido ponente el Magistrado don 
Rafael Gómez-Ferrer Morant, quien expresa el parecer de la 
Sala.

I. ANTECEDENTES

Primero —En 24 de mayo de 1983 el Procurador don Francis­
co Alvarez del Valle García, en representación de don Javier 
Fernández-Miranda Campoamor, formula recurso de amparo 
contra el acuerdo adoptado en 14 de diciembre de 1982 por la 
Junta de Gobierno del Colegio de Abogados de Oviedo, que 
acordó tener por proclamado al actor como candidato al puesto 
de Diputado segundo de la Junta y considerar electo para dicho 
cargo al candidato don Federico Alvarez de la Ballina, por no 
tener oponente; el solicitante del amparo pretende que se dicte 
sentencia por la que se declare la nulidad de dicho acuerdo, 
restableciéndole en su derecho de acceder al cargo público de 
Diputado segundo y, consiguientemente se declare válido el 
acuerdo de la propia Junta de 7 de diciembre, teniéndosele 
por proclamado como candidato y dejando sin efecto la condi­
ción de electo del señor Alvarez de la Ballina, con obligación 
de señalamiento de nuevo día y hora para la celebración de las 
elecciones para el mencionado cargo.

Segundo.—En la demanda se exponen los siguientes antece­
dentes: a) La Junta de Gobierno del Colegio de Abogados de 
Oviedo, en sesión de 30 de septiembre de 1982, acordó la convo­
catoria de elecciones para proveer diversos cargos de dicha 
Junta, entre los que se encontraba el de Diputado segundo, 
cargo para el que el actor presentó su candidatura, b) En sesión 
de 7 de diciembre de 1982 la referida Junta proclamó candidato 
al señor Fernández-Miranda. c) En sesión de 14 de diciembre de 
1982 la propia Junta acordó por unanimidad reponer el acuerdo 
de la sesión anterior y tener por no proclamado, entre otros, al 
Letrado recurrente y considerar electo al candidato don Fede­
rico Alvarez de la Ballina, por no tener oponente, para el cargo 
de Diputado segundo, d) El citado acuerdo señala que entre los 
requisitos que han de reunir los candidatos para cubrir los 
cargos de la Junta de Gobierno ha de incluirse el de residir 
en la demarcación territorial del Colegio, según dispone el 
artículo 74 del Estatuto General de la Abogacía, requisito que 
no concurre en el señor Fernández-Miranda, que tiene su domi­

cilio y residencia en Gijón. e) El recurrente indica que es 
Letrado en ejercicio de los Colegios de Abogados de Gijón, 
Oviedo y Madrid, teniendo despacho profesional abierto per­
manentemente en Gijón y Avilés, localidad esta última que 
pertenece a la demarcación territorial del Colegio de Abogados 
de Oviedo, f) Interpuesto recurso contencioso-administrativo, 
al amparo de la Ley 62/1978, la Sala de lo Contencioso-Admi- 
nistrativo de la Audiencia Territorial de Oviedo lo desestimó 
por sentencia de 12 de marzo de 1983, contra la cual interpuso 
recurso de apelación que fue desestimado por sentencia de la 
Sala Tercera del Tribunal Supremo de 21 de abril de 1983.

Tercero.—El demandante entiende que el acuerdo de 14 de 
diciembre de 1982, aquí impugnado, viola los artículos 23.2 y 14 
de la Constitución, sobre la base de los fundamentos siguientes;

a) La posibilidad de interponer recurso de amparo contra 
actos de los Colegios Profesionales ha sido ya resuelta, en sen­
tido afirmativo, por el auto de la Sala Segunda de 12 de no­
viembre de 1980.

b) La violación del artículo 23.2 de la Constitución se pro­
duce porque la exigencia de domicilio civil para acceder al 
cargo de Diputado segundo limita el derecho del actor al acceso 
a cargos públicos de forma discriminatoria, el establecer una 
condición social diferenciadora cual es la situación geográfico- 
administrativa del domicilio del candidato excluido; a su juicio, 
ni la restricción diferenciadora es proporcional, ni siquiera ade­
cuada al eventual interés público defendido, ni respeta el con­
tenido esencial del derecho al hacerlo en la práctica inviable 
por un conjunto de personas; por otra parte, al ser los Colegios 
de Abogados Corporaciones de carácter sectorial y no territorial, 
el vinculo de integración en la Corporación viene definido es­
trictamente por el cumplimiento de los requisitos relativos a 
la actividad, siendo irrelevante el dato del domicilio civil, por 
lo que si en aras de algún interés público hubiera de exigirse 
algún requisito de residencia, ésta habría de ser la residencia 
de la actividad, es decir, la residencia profesional; de otro 
modo, y en las presentes circunstancias sociales de rapidez 
de las comunicaciones, podría darse el supuesto de personas 
pertenecientes a un solo Colegio de Abogados, en el que ejercen 
toda su actividad, que quedarán privadas del ejercicio de todo 
derecho político en la Corporación al estar domiciliadas a 
escasos kilómetros del limite geográfico-administrativo del Co­
legio.

c) Por lo que respecta a la violación del principio de igual­
dad consagrado por el artículo 14 de la Constitución, reitera 
las consideraciones anteriores y señala que la justificación que 
encuentra la sentencia de la Audiencia para la diferencia de 
trato, que es la mejor disposición de los residentes para atender 
las obligaciones del cargo, no se ajusta a la realidad porque 
el efecto que se produce es justamente el contrario, puesto 
que el mapa geográfico del Principado de Asturias y las distan­
cias existentes entre las distintas poblaciones hace que, salvo las 
propios colegiados de Oviedo, los restantes estén en peor dis­
posición que los residentes en Gijón para cumplir con sus 
obligaciones precisamente por razón de las distancias y las 
comunicaciones, dado que desde Gijón se puede llegar a Oviedo 
por una moderna autopista; finalmente, la sentencia dictada por 
el Tribunal Supremo encuentra la justificación para esa distin­
ción en el Estatuto General de la Abogacía, y la sentencia 
dictada por la Audiencia indica que el concepto de «residente» 
que contempla el articulo 74 de ese Estatuto está perfectamente 
diferenciado del lugar en que se ejerza la profesión, conforme



al artículo 40 del referido Estatuto, interpretación que recha­
za el actor al entender que dichos preceptos han de interpre­
tarse sistemáticamente y en relación con los artículos 47, a), 
12 y 22 del propio Estatuto.

Cuarto.—En 15 de junio de 1983 la Sección acordó admitir 
a trámite la demanda y requerir atentamente al Colegio de 
Abogados de Oviedo, a la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
de la Audiencia Territorial de Oviedo y a la Sala Tercera del 
Tribunal Supremo para el envío de las actuaciones, debiendo 
emplazar los órganos judiciales mencionados a quienes fueron 
parte en los procedimientos.

Quinto.—Recibidas las actuaciones, por providencia de 22 de 
septiembre de 1983 la Sección acordó dar vista de las mismas 
al demandante, al Ministerio Fiscal y al Abogado del Estado, 
otorgándoles un plazo de veinte días para formular alegaciones.

Sexto.—En 21 de octubre de 1983 el Ministerio Fiscal formula 
escrito de alegaciones, en el sentido de que procede desestimar 
el recurso. Tal conclusión se fundamenta en las razones si­
guientes:

a) Después de referirse a las características de los Colegios 
Profesionales, parte de la exigencia establecida en el artícu­
lo 36 de la Constitución de que la estructura interna y funcio­
namiento de los Colegios deberán ser democráticos, funciona­
miento democrático que, entre otras consecuencias, comporta 
la posibilidad de aplicación de cuanto dispone el articulo 23.2 
de la Constitución.

b) El distinto trato entre residentes y no residentes no 
vulnera el articulo 14 de la Constitución, pues la «ratio legis» 
se encuentra en la necesidad de que quien desempeñe funciones 
o cargos públicos estén en condiciones de atenderlo con la asi­
duidad y entrega que la función misma exige, debiendo valo­
rarse la norma partiendo de su carácter general y no desde 
situaciones personales; si se llegara a interpretar que la exi­
gencia de residencia se confunde con la existencia de despacho 
profesional abierto en la demarcación podría darse la eventual 
circunstancia de que por la pertenencia a diversos Colegios 
simultáneamente, teniendo en ellos despacho profesional, aun­
que se atendiera por terceras personas o de forma esporádica, 
pudiera accederse a la condición de Diputado en más de un 
Colegio, aun cuando la presencia en una determinada demar­
cación fuera accidental o separada por largos períodos de 
tiempo; en conclusión, si la norma produce una diferenciación 
y ésta tiene una justificación razonable, con base en la nece­
sidad o fin de atender una función con vertencia pública, es 
claro que no hay propia discriminación y consiguientemente 
no se da vulneración del principio de igualdad ante la Ley.

c) En cuanto al articulo 23.2 de la Constitución, que el actor 
estima vulnerado el Ministerio Fiscal entiende que no ha sido 
violado dado que no han sido infringidas las condiciones de 
igualdad a que se refiere el precepto, según ha justificado 
al tratar del principio de igualdad; y, por otra parte, el actor 
carecía de uno de los requisitos exigidos por la normativa apli­
cable.

Séptimo.—El Abogado del Estado solicita que se dicte sen­
tencia desestimatoria del recurso de amparo, sobre la base 
del siguiente razonamiento:

a) En primer lugar, entiende que no ha habido discrimi­
nación arbitraria alguna en la aplicación del artículo 74 del 
Estatuto que exige para ser elegido Diputado un requisito, la 
residencia peí sonal en la demarcación del Colegio, que no se 
cumple por el actor; conclusión que apoya el Abogado del Esta­
do, a partir del artículo 40 del Código Civil, en la apreciación 
de que la residencia en la demarcación del Colegio que exige el 
artículo 74 del Estatuto General de la Abogacía es la residencia 
personal, como lo demuestra la comparación de tal articulo 
con el 40 del propio Estatuto.

b) En segundo término, estima que la discriminación no 
esté insita en la norma misma, puesto que la exigencia de la 
residencia en la demarcación del Colegio a los miembros de 
la Junta de Gobierno tiene una lógica justificación en la mayor 
facilidad que, en general (y es en el aspecto general en el que 
han de centrarse las normas), tienen los residentes para el 
cumplimiento de sus deberes; cierto es, añade, que podrían 
encontrarse otros criterios también razonables que conducirían 
al mismo fin perseguido (el mejor desempeño de su misión 
por parte de los miembros de la Junta de Gobierno), como 
es el que apunta el actor, consistente en atender no al domi­
cilio, sino a la facilidad o rapidez de las comunicaciones entre 
el lugar de residencia y la sede del Colegio; pero el hecho de 
que existan otros criterios lógicos no priva de justificación o 
razonabilidad al elegido por la norma, por lo que ha de con­
cluirse que en la misma no subyace ninguna discriminación 
atentatoria contra el principio de igualdad.

Octavo.—l.a representación del actor da por reproducido su 
escrito de demanda, y se refiere a la posibilidad de alegar 
en el recurso de amparo la inconstitucionalidad del precepto 
cuya aplicación haya originado la lesión de sus derechos fun­
damentales, con cita de la sentencia del Tribunal de 18 de 
diciembre de 1981; asimismo se refiere al concepto del conte- 
nido esencial del derecho reflejado en la sentencia de 8 de 
abril de 1981. En el presente caso, prosigue el actor, el artícu­
lo 74 del Estatuto General de la Abogacía establece una limi­
tación para el derecho de participación de unos colegiados en 
la Corporación profesional (la residencia en la demarcación 
territorial del Colegio, equiparándola al domicilio civil), que 
no es adecuada ni proporcional al fin perseguido, que es dis­
criminatoria y no justificable, y que, en definitiva, no respeta

el contenido esencial del derecho, al hacerlo inviable en la 
práctica para un conjunto de personas, sin que pueda alegarse 
para ello interés público alguno, como no sea el evitar la dua­
lidad de participación en pluralidad de Juntas de Gobierno, 
lo que podría ser tratado con otros instrumentos jurídicos ade­
cuados y proporcionales al fin perseguido, a saber, y a título 
de ejemplo, la incompatibilidad; en conclusión, el acuerdo recu­
rrido en cuanto excluye al recurrente por no concurrir el re­
quisito de la residencia viola los artículos 14 y 23.2 de la Cons­
titución al no respetar los derechos fundamentales allí reco­
nocidos.

Noveno.—En 28 de octubre de 1983 la representación del 
actor presenta escrito en el que manifiesta que simultánea­
mente a la interposición del proceso judicial previo al amparo 
constitucional, y contra el mismo acuerdo de la Junta de Go­
bierno del Colegio de Abogados de Gijón formuló recurso de 
alzada ante el Consejo General de la Abogacía, que ha sido 
desestimado por resolución de 14 de octubre de 1983 que acom- 
paña a los efectos oportunos.

Décimo—En 16 de noviembre de 1983 la Sección acuerda 
tener por recibido el escrito anterior y documento adjunto y
dar traslado por pazo de diez días al actor, Abogado del Estado 
y Ministerio Fiscal, para alegaciones.

Undécimo—El Ministerio Fiscal estima que el documento 
aportado no supone elemento de juicio nuevo que altere su 
posición contraria a la estimación del recurso, si bien afirma 
que la utilización de dos vías coincidentes en el tiempo supone 
un motivo adicional de desestimación del recurso ya que el 
inicio del proceso sería causa de inadmisión de acuerdo con 
el artículo 50.1.b de la Ley Orgánica de) Tribunal Constitu­
cional.

Duodécimo. El Abogado del Estado entiende que lo único 
que ha de debatirse en el presente recurso es si la exigencia 
de la residencia personal en la demarcación del Colegio de Abo­
gados es contraria a los artículos 14 y 23.2 de la Constitución; 
en cuanto a la resolución del Consejo General de la Abogacía 
pone de manifiesto que no se han agotado los recursos perti­
nentes, en la vía contencioso-administrativa, por lo que no 
cumple el requisito del artículo 41.1 de la LOTC.

Decimotercero —La representación del actor señala que tiene 
conciencia de que la pretensión procesal que se sustancia en 
el presente recurso no guarda relación directa con el acuerdo 
del Consejo General de la Abogacía, si bien somete al Tribunal 
el pronunciamiento sobre lo que considera una gravísima viola­
ción de sus derechos constitucionales, puesto que el mencio- 
nado acuerdo, en su último considerando, viola a su juicio los 
derechos reconocidos en los artículos 20, 36, 14 y 24 de la juris­
dicción. El último considerando aludido indica que el actor, 
de una parte, ha infringido la jurisdicción exclusiva y exclu- 
yente de los recursos corporativos al formular un recurso con- 
tencioso-administrativo antes de interponer el de alzada; y, de 
otra, que en dicho contencioso sostuvo la inconstitucionalidad 
del propio Estatuto General de la Abogada Española, acerca 
de cuyas actuaciones ha de entender la jurisdicción de la Jun­
ta de Gobierno del Colegio de Abogados de Oviedo, por si esti­
mare que pueden constituir infracciones de las normas conte­
nidas en el artículo 48 del propio Estatuto. Por último, el actor 
suplica que se dicte sentencia de conformidad con los pedi­
mentos de la demanda.

Decimocuarto —Por providencia de 8 de febrero de 1984 se 
señala para votación y fallo el día 15 siguiente. En tal día 
se deliberó y votó.

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero —El primer problema que suscita el presente recur­
so es el relativo a la determinación de su ámbito, es decir, si ha 
de circunscribirse a la resolución de la Junta de Gobierno del 
Colegio de Abogados de Oviedo de 14 de diciembre de 1982, 
objeto de impugnación en la demanda, o si, por el contrario, 
puede ampliarse al acuerdo del Consejo General de la Aboga­
cía de 14 de octubre de 1983. En conexión con lo anterior, antes 
de entrar en el examen de fondo habremos de decidir si el 
hecho de que el recurrente haya seguido dos vías es causa, 
en la actual fase procesal, de desestimación del recurso.

En cuanto a la posible ampliación del recurso, la Sala estima 
que no procede acordarla dado que, como acertadamente señala 
el Abogado del Estado, el actor no ha agotado contra el acto del 
Consejo General de la Abogacía los recursos pertinentes en la 
vía judicial, por lo que no procede la ampliación del recurso; 
el propio recurrente tampoco la pretende formalmente en la sú­
plica del escrito por el que acompaña tal acuerdo, ni en el de 
alegaciones posterior. Debiendo señalarse a mayor abundamien­
to que, si la hubiera pedido, la conclusión hubiera sido la de 
inadmisión de la demanda de ampliación por ser defectuosa 
al no haber cumplido el requisito de agotar la vía judicial 
procedente (articulo 50.1.b de la Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional —LOTC—).

Segundo. -El segundo extremo, puesto de relieve por el Mi­
nisterio Fiscal, se refiere a si el hecho de haber seguido simul­
táneamente una doble vía constituye una causa de inadmisión 
del recurso que, en la actual fase procesal, sería de desesti­
mación.

Para resolver este punto debe partirse de que el artículo 53.2 
de la Constitución establece que cualquier ciudadano podrá 
recabar ante los Tribunales ordinarios la tutela de las liber­
tades y derechos que menciona —entre ellos los reconocidos



en los artículos 14 y 23.2 de la Constitución—, por un proce­
dimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad 
y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal 
Constitucional; precepto al que se refiere la disposición transi­
toria segunda, número 2, de la LOTC, al establecer que, en 
tanto no sean desarrolladas las previsiones del mencionado ar­
ticulo 53.2, se entenderá que la via judicial previa a la interpo­
sición del recurso de amparo será la contencioso-administrativa 
ordinaria o la configurada en la Sección segunda de la Ley 62/ 
1978 sobre protección jurisdiccional de los derechos fundamen­
tales.

Pues bien, en el presente caso el actor ha seguido la vía 
contencioso-administrativa regulada en la Sección Segunda Je 
la Ley 62/1978 (artículos 8.° a 10), que no exige la utilización de 
recursos de reposición o cualquier otro previo (articulo 7.1), y 
cuyo ámbito, según ha señalado reiteradamente el Tribunal Su­
premo, se circunscribe a la tutela de los derechos y libertados 
fundamentales, sin que en el seno de la misma sea procedente 
efectuar un examen de los vicios de legalidad en que puede 
incurrir el acto impugnado. Siendo esto así, no cabe duda de 
que si el ciudadano opta por acudir a la vía de la Ley 62/1978 
(Sección 2.ª) para obtener la tutela de los derechos fundamen­
tales, ello no obsta para que pretenda la nulidad del acto por 
vicios de legalidad, en la vía judicial correspondiente, previo 
agotamiento, en su caso, de los recursos que procedan.

En consecuencia, el hecho de que se haya seguido una doble 
vía no es causa de inadmisión del recurso, ni de desestimación 
en la actual fase procesal, dado que el actor ha agotado la vía 
judicial procedente para obtener la tutela de los derechos fun­
damentales que estima violados, que se encuentra confiada con 
carácter general a los Tribunales de justicia.

Por último, antes de entrar en el examen de las violaciones 
de derechos fundamentales que alega el actor, debemos hacer 
notar una vez más que el recurso de amparo no es una tercera 
instancia que permita enjuiciar la legalidad del acto impugnado, 
dado que su objeto se circunscribe a la protección de los dere­
chos fundamentales comprendidos en los artículos 14 a 29 de la 
Constitución, y a la objeción de conciencia de su artículo 30, 
tal y como establece el articulo 41.1 de la Ley Orgánica del 
Tribunal Constitucional (LOTC).

Tercero.—Los derechos fundamentales que el actor estima vul­
nerados por la resolución impugnada son los reconocidos en el 
artículo 23.2 de la Constitución —derecho de acceso a los cargos 
públicos—, y 14 —principio de igualdad—. A continuación nos 
referimos separadamente a cada uno de ellos, dado que no 
ofrece duda que el acto impugnado emana de un ente público de 
carácter corporativo, incluido dentro de los supuestos del ar­
tículo 41.2 de la LOTC. tanto porque la Ley preconstitucional 
de Colegios Profesionales los configura como Corporaciones de 
derecho público, entre cuyos fines esenciales se comprende 'a 
ordenación del ejercicio de las profesiones (Ley 2/1974, modifi­
cada por la Ley 74/1978) como porque la Ley posconstitucio­
nal 12/1983 del proceso autonómico se refiere en su artículo 15.2 
a las Corporaciones de derecho público representativas de inte­
reses profesionales.

Cuarto —La demanda considera vulnerado, en primer lugar, 
el artciulo 23.2 de la Constitución, que establece el derecho 
de acceso a los cargos públicos, lo que plantea el problema 
previo de determinar si los cargos de la Junta de Gobierno del 
Colegio de Abogados de Oviedo pueden incluirse entre los que 
contempla el mencionado precepto constitucional. Para decidir 
esta cuestión es necesario partir del aludido precepto que, en 
sus dos apartados, dice así:

«1. Los ciudadanos tienen derecho a participar en 
- los asuntos públicos, directamente o por medio de re­

presentantes libremente elegidos en elecciones perió­
dicas por sufragio universal.

2. Asimismo tienen derecho a acceder en condicio­
nes de igualdad a las funciones y cargos públicos con 
los requisitos que señalen las Leyes.»

Para delimitar el alcance del derecho de acceso a los cargos 
públicos hemos de interpretar el artículo 23.2 de la Constitución 
de acuerdo con el criterio que establece el artículo 10.2 de la 
misma, es decir, «de conformidad con la Declaración Universal 
de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos Internacionales 
sobre las mismas materias ratificado por España». En este sen­
tido, debe señalarse que el articulo 22.1 y 2 de la mencionada 
Declaración establece que:

«1. Toda persona tiene derecho a participar en el 
gobierno de su país directamente o por medio de re­
presentantes libremente elegidos.

2. Toda persona tiene derecho de acceso, en con­
diciones de igualdad, a las funciones públicas de su 
país.»

Por su parte el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Po­
líticos de 1966 establece en su artículo 25:

«Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las 
distinciones mencionadas en el artículo 2.°, y sin res­
tricciones indebidas, de los siguientes derechos y opor­
tunidades:

a) Participar en la dirección de los asuntos pú­
blicos, directamente o por medio de representantes 
libremente elegidos.

b) Votar y ser elegido en elecciones periódicas, au­
ténticas, realizadas por sufragio universal o igual y 
por voto secreto que garantice la libre expresión de la 
voluntad de los electores.

c) Tener acceso, en condiciones generales de igual- 
 dad, a las funciones públicas de su país.»

La lectura de los preceptos transcritos acredita que el dere­
cho de acceso a los cargos públicos que regula el artículo 23 2 
interpretado en conexión con el 23.1 y de acuerdo con tales 
preceptos, se refiere a los cargos públicos de representación 
política, que son los que corresponden al Estado y a los Entes 
territoriales en que se organiza territorialmente, de acuerdo con 
el articulo 137 de la Constitución —Comunidades autónomas, 
municipios y provincias—. Conclusión inicial que queda confir­
mada si se parte, como es obligado del artículo 1.1 de la Cons­
titución, que configura al Estado como social y democrático, ya 
que el derecho que define el mencionado artículo 23.2 es un 
reflejo del Estado democrático en el que —articulo 1.2— la so­
beranía reside en el pueblo español, del que emanan todos los 
poderes del Estado. Consecuencia lógica de este principio es el 
derecho fundamental que examinamos, cuyo ámbito ha de de­
limitarse en función del mismo, sin que la existencia de Cor­
poraciones públicas no territoriales pueda dar lugar a recono­
cerles un significado constitucional del mismo nivel.

Lo que sucede es que la Constitución caracteriza también al 
Estado como social de derecho, con lo que viene a establecer un 
principio que se ajusta a la realidad propia del mundo occi­
dental de nuestra época, que trasciende a todo e1 orden jurí­
dico. En efecto, la interacción entre Estado y sociedad, desta­
cada por la doctrina, produce consecuencias muy diversas en el 
mundo del Derecho, de las cuales aquí sólo puede aludirse a 
las que interesan a los efectos de la mejor comprensión y solu­
ción del caso planteado. En el campo de la organización, que 
es el que ahora importa, la interpenetración entre Estado y so­
ciedad se traduce tanto en la participación de los ciudadanos 
en la organización del Estado como en una ordenación por el 
Estado de entidades de carácter social en cuanto su actividad 
presenta un interés público relevante, si bien los grados de 
intensidad de esta ordenación y de intervención del Estado pue­
den ser diferentes, lo que se explica no sólo por la libertad 
de que dispone el legislador en el marco constitucional, sino 
también por la confluencia de diversos principios como el de 
pluralismo político en relación a los partidos políticos, dado 
su carácter de organizadores sociales con relevancia constitu­
cional (artículo 6.° de la Constitución), o el derecho de libertad 
sindical en cuanto se traduce en la creación de sindicatos (ar­
tículo 28), a los que al igual que a los partidos políticos y a 
las Asociaciones empresariales se garantiza la libertad de crea­
ción y ejercicio de su actividad dentro del respeto a la Cons­
titución y a la Ley, si bien su estructura interna y funciona­
miento han de ser democráticos (artículo 7.°). Pero junto a 
estas formaciones sociales cuya libre creación y actuación ga­
rantiza la Ley suprema, en los términos vistos, la Constitución 
se refiere a otros Entes de base asociativa representativos de 
intereses profesionales y económicos (artículos 36 y 52), los 
cuales pueden llegar a ser configurados como Corporaciones de 
Derecho público en determinados supuestos (artículo 15 de la 
Ley 12/1983 del proceso autonómico entre otras menos recientes).

En concreto, por lo que respecta a los Colegios profesionales, 
la Constitución establece que:

«La Ley regulará las peculiaridades propias del ré­
gimen jurídico de los Colegios profesionales y el ejer­
cicio de las profesiones tituladas. La estructura inter­
na y el funcionamiento de los Colegios deberán ser 
democráticos.»

La Constitución remite a la Ley la regulación de las pecu­
liaridades propias de los Colegios profesionales, en los términos 
vistos, pero no los configura directamente como Corporaciones 
de Derecho público ni les atribuye funciones relativas al ejer­
cicio de las profesiones, limitándose a señalar —al igual que 
sucede con los partidos políticos, sindicatos y organizaciones 
empresariales (artículos 6.° y 7.°)—que «la estructura interna 
y el funcionamiento deberán ser democráticos». Por ello, este 
precepto no puede Interpretarse en el sentido de que la Cons­
titución comprenda dentro del derecho fundamental del ar­
ticulo 23.2 el derecho de los ciudadanos a ocupar cargos en 
estas organizaciones, con el carácter de fundamental, pues tal 
derecho deriva de la estructura democrática que deben tener, 
es decir de otros preceptos constitucionales que toman en cuen­
ta la relevancia social de estas organizaciones con independen­
cia del carácter de los cargos. La configuración por la Ley de 
los Colegios profesionales como Corporaciones de derecho públi­
co y la naturaleza de los cargos de la Corporación no produce el 
efecto de comprenderlos entre los de carácter público a que se 
refiere el articulo 23.2, dado el sentido y alcance del precepto, 
según ha quedado ya justificado.

Quinto.—La aplicación de la doctrina anterior al caso aquí 
planteado conduce a la afirmación de que los cargos de la Jun­
ta de Gobierno del Colegio de Abogados de Oviedo no se en­
cuentran incluidos entre los cargos públicos que contempla el 
artículo 23.2 de la Constitución, que no comprende a las Cor­
poraciones de derecho público no territoriales. En consecuencia, 
tal derecho fundamental no ha podido ser violado, ya que el 
supuesto planteado en el presente recurso no está comprendido



en el ámbito, del derecho fundamental que reconoce el artícu­
lo 23.2 de la Constitución.

Sexto.—El otro derecho fundamental que el actor alega como 
violado es el de Igualdad que reconoce el artículo 14 de la 
Constitución. Para examinar esta cuestión hemos de distinguir 
entre los dos aspectos de la misma que se han planteado: la 
igualdad en la Ley y ante la Ley.

A) La representación del actor entiende que el acto impug­
nado viola el principio de igualdad al dictarse en aplicación 
de una normativa que es, a su juicio, discriminatoria, en cuanto 
exige para ser elegible a los cargos de la Junta de Gobierno 
de los Colegios el tener la condición de ser residentes en la 
demarcación del Colegio. Este requisito se encuentra estable­
cido en el articulo 74 del Estatuto General de la Abogacía, apro­
bado por Real Decreto de 24 de julio de 1982, que desarrolla lo 
previsto en el artículo 7.3 de la Ley de Colegios Profesionales, 
el cual establece que podrán ser candidatos los electores que, 
entre otras, reúnan las condiciones de antigüedad y residencia 
u otras de carácter profesional exigidas por las normas elec­
torales respectivas. En definitiva, la violación del principio de 
igualdad consistiría en que al exigir la residencia en la demar­
cación del Colegio para ser candidato, se otorga un trato dis­
criminatorio a los que no la tienen respecto a los que si resi­
den en la demarcación.

Para determinar si tal violación se ha producido, hemos de 
partir de la doctrina sentada por este Tribunal en relación al 
principio de igualdad en la Ley. En concreto, tal doctrina ha 
sido ya reflejada en diversas sentencias a partir de la núme­
ro 22/1981, de 2 de julio, fundamento jurídico tercero, en la 
cual se indicaba que el principio de igualdad contenido en el 
articulo 14 de la Constitución no implica en todos los casos un 
tratamiento igual con abstracción de cualquier elemento dife- 
renciador de trascendencia jurídica, y se añadía—siguiendo la 
doctrina sentada por el Tribunal Europeo de Derechos Huma­
nos— que la igualdad sólo es violada si la desigualdad está 
desprovista de una justificación objetiva y razonable en relación 
a la finalidad y efectos de la medida considerada, debiendo dar­
se una relación razonable de proporcionalidad entre los medios 
empleados y la finalidad perseguida.

En el presente caso la finalidad perseguida por el legislador 
es que los candidatos estén en condiciones de desempeñar el 
cargo con la atención debida, para lo cual exige el requisito 
de la residencia en la demarcación del Colegio, y ello en tér­
minos de generalidad, como es normal en la legislación.

Planteada asi la cuestión y estando configurados los Cole­
gios por la Ley como Corporaciones de derecho público, a los 
que se encomiendan, entre otros de carácter social, fines pú­
blicos como la ordenación del ejercicio de las profesiones, no 
puede calificarse como carente de una justificación objetiva r

razonable el que se exijan aquellas condiciones —como la resi­
dencia— que aseguren la dedicación que requiere la consecu­
ción de tales fines —en términos de generalidad—, sin que exista 
una falta de proporcionalidad entre el medio empleado y la 
finalidad perseguida. Por otra parte, en cuanto a los efectos 
de la medida considerada, deben valorarse en atención a ia 
posibilidad legal de que un Abogado esté dado de alta en varios 
Colegios, ya que el supuesto normal será que tenga su domicilio 
en la demarcación del Colegio en el que habitualmente ejerza 
su profesión, Colegio en el que podrá ser candidato a la Junta 
de Gobierno, como es el caso del actor (antecedente 2). En con­
secuencia, no estimamos que se haya vulnerado el principio 
de Igualdad, por entender que entra en el ámbito de libertad 
del legislador el exigir una condición como la residencia de que 
aquí se trata, aun cuando puedan contemplarse en hipótesis 
diversas soluciones legales, sin que tal consideración nos lleve 
a calificar la desigualdad entre residentes y no residentes como 
deprovista de una jutificación objetiva y razonable, en relación 
a la finalidad y efectos de la medida considerada, ni a estimar 
que no existe una relación razonable de proporcionalidad entre 
los medios empleados y la finalidad perseguida.

B) Respecto de la Igualdad ante la Ley, este Tribunal ha 
sentado la doctrina, en muy reiteradas ocasiones, de que la 
vulneración del principio de igualdad exige que se haya pro­
ducido un trato desigual en supuestos sustancialmente idénti­
cos, lo que requiere la existencia del correspondiente término 
de comparación.

Pues bien, en la demanda no se alega que se haya producido 
tal trato desigual, ya que no se sostiene en ningún momento 
que se haya proclamado alguna candidatura de Abogados no 
residentes en la demarcación del Colegio. Por ello no podemos 
apreciar que exista indicio alguno de violación del principio 
de igualdad ante la Ley.

FALLO:

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, 
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONCEDE LA CONSTITUCION 
DE LA NACION ESPAÑOLA,

Ha decidido:

Desestimar el recurso de amparo.
Publíquese esta sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 20 de febrero de 1984.—Manuel García-Pelayo Alon­
so.—Angel Latorre Segura.—Manuel Díez de Velasco Vallejo.— 
Gloria Begué Cantón.—Rafael Gómez-Ferrer Morant—Angel Es 
cudero del Corral.—Firmados y rubricados.

6112 Sala Segunda. Recurso de amparo número 96/1983. 
Sentencia número 24/1984, de 23 de febrero.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por 
don Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente, y don Francisco 
Rubio Llorente, don Luis Diez Picazo, don Francisco Tomás y 
Valiente, don Antonio Truyol Serra y don Francisco Pera Verda- 
guer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo número 96/1983, interpuesto por la 
Procuradora de los Tribunales doña Josefa Motos Guirao, asis­
tida de Letrado, en nombre de don Sebastián Gabriel Moreno 
García, contra sentencia de la Magistratura de Trabajo núme­
ro 7 de Sevilla de 10 de octubre de 1980 sobre despido.

Ha sido parte en el asunto, como codemandado, don José 
Utrera Utrera, representado por el Procurador don Fernando 
Aragón y Martín, y el fiscal general del Estado, y ha sido 
Ponente don Francisco Tomás y Valiente, quien expresa el pa­
recer de la Sala.

I. ANTECEDENTES
•

Primero.—Don Sebastián Gabriel Moreno García, hoy recu­
rrente en amparo, trabajaba como conductor recaudador en la 
empresa de don José Utrera Utrera, contratista de CETESA, con­
cesionaria a su vez de la Compañía Telefónica Nacional de Espa­
ña para la recaudación de las monedas depositadas por los usua­
rios en las cabinas destinadas al público. Por carta de 5 de 
agosto de 1980 don José Utrera Utrera despidió al hoy recurrente 
como consecuencia del expediente que se le había incoado al 
observarse falta de dinero en las huchas de las cabinas tele­
fónicas confiadas al recurrente. Al mismo tiempo, CETESA 
denunció los hechos por si eran constitutivos de delito de 
hurto ante el Juez correspondiente. No conforme con el despido, 
el trabajador interpuso demanda por tal causa ante la Magis­
tratura de Trabajo de Sevilla. Por sentencia dada a 10 de 
octubre de 1980 el Magistrado de Trabajo número 7 de los de 
aquella ciudad desestimó la demanda y declaró procedente el 
despido. Contra ella recurrió en casación el trabajador despe­

dido, pero la Sala Sexta del Tribunal Supremo, por su senten­
cia de 16 de diciembre de 1982, desestimó el recurso. Entre 
una y otra fechas tuvo lugar el juicio verbal de faltas corres­
pondiente a la denuncia presentada en su dia por CETESA, 
y en él  el Juez de Distrito número 4 de los de Sevilla pronun­
ció sentencia a 6 de diciembre de 1980 por la que se absolvió 
a Sebastián Gabriel Moreno García de la falta de que se le 
acusaba.

Segundo.—Habiéndole sido notificada la sentencia de la Sala 
Sexta del Tribunal Supremo, la representación procesal del señor 
Moreno García interpuso, dentro de plazo, recurso de amparo 
contra la misma, pidiendo que este Tribunal declare su nulidad 
por entender que viola el derecho a la presunción de inocencia 
que reconoce el artículo 24.2 de la Constitución. Argumenta 
en favor de la pretensión diciendo que nada hay en el proceso 
laboral que destruya la presunción de inocencia que asiste a su 
representado, pues la sentencia de casación sólo dice que «es 
racional la conclusión» a que llegó el Magistrado de Sevilla, 
afirmación que, a juicio del demandante en amparo, implica 
una presunción inversa a la de inocencia, y que contrasta con 
la sentencia del Juez penal que absuelve al allí acusado preci­
samente en virtud del principio «in dubio pro reo», hoy elevado 
por el articulo 24.2 CE al rango de derecho fundamental. Por 
todo ello en el suplico de la demanda se pide la nulidad de 
la sentencia de la Sala Sexta por violación del artículo 24.2 
«in fine» de la Constitución y que acordemos «reponer las ac­
tuaciones al momento de dictar nueva sentencia».

Tercero.—La Sección Tercera, por providencia de 13 de abril, 
acordó poner de manifiesto la causa subsanable de inadmisibili­
dad consistente en no haber aportado el recurrente copia o tras­
lado de la sentencia pronunciada por la Magistratura de Tra­
bajo número 7 de Sevilla (artículos 50.1.b), 49.2.b) y 85.2 de 
la LOTC). Subsanado el defecto en tiempo hábil, la Sección 
Cuarta, por providencia de 11 de mayo, acordó admitir a trá­
mite el recurso y pedir a la Magistratura de Sevilla y a la Sala 
Sexta del Tribunal Supremo las actuaciones Judiciales corres­
pondientes; tal como se le indicaba en la mencionada provi­
dencia, el Magistrado de Trabajo emplazó a quienes hablan 
sido parte en el proceso laboral para que comparecieran, si 
lo consideraban conveniente para sus derechos, ante este Tri­
bunal Constitucional. La Sección, por su providencia de 28 de 
septiembre de 1983, acordó tener por personado y parte a don 
José Utrera Utrera, que habla comparecido en tiempo y forma, 
y asimismo, habiéndose recibido las actuaciones judiciales, la


